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1.- vistos 

Procede la Sala a desatar el  recurso de apelación interpuesto por el interno CARLOS ANDRÉS CASTRILLÓN LÓPEZ, contra el auto interlocutorio proferido el once (11) de agosto del presente año, por medio del cual el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad negó la aprobación a la concesión del beneficio administrativo de la libertad preparatoria impetrado por el interno.

2.- PROVIDENCIA 

Luego de analizar la solicitud referida, el señor Juez de primera instancia despachó desfavorablemente la súplica, aduciendo que mediante Resolución número 229 de junio 13 de 2006, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, Regional Viejo Caldas, Cárcel de Pereira, emitió un concepto no favorable para la concesión del beneficio administrativo de libertad preparatoria para el señor CASTRILLÓN LÓPEZ, toda vez que “El Establecimiento no cuenta con el personal de guardia o Administrativo suficiente para atender la vigilancia y control permanente como los tipifica los requisitos para conceder la libertad preparatoria...”.

Así las cosas, fue el concepto desfavorable emitido por el Consejo de Disciplina, el soporte de la decisión negativa adoptada.

3.- RECURSO

El interno expresó su inconformidad con la decisión tomada, por cuanto la negativa de su beneficio administrativo de libertad preparatoria, obedecía a  cuestiones de orden logístico y no de orden normativo. Transcribe el artículo 148 de la Ley 65 de 1993, del cual dice, no conlleva en sus exigencias tales para que pueda conceptuarse desfavorablemente el beneficio solicitado.

Considera errónea la interpretación realizada por el Consejo de Disciplina  del Centro Penitenciario a dicho dispositivo, ya que según el interno, se le pueden dar dos interpretaciones: la primera, entenderse que la libertad preparatoria requiere de vigilancia personalizada, o sea, ir a trabajar bajo la vigilancia de un personal de guardia; y la segunda: da a entender que uno de los requisitos para acceder a la libertad preparatoria es que haya personal de guardia. Ante esto, afirma que a todas luces ninguna resulta acertada, dado que la Libertad Preparatoria es una obligación del Establecimiento, pues es clara la norma al establecer que el Director del respectivo centro de reclusión instituirá un control permanente para los condenados que disfruten de este beneficio. De todas formas, censura esa manera de proceder, la cual conllevaría a que los demás beneficios que se conceden a los condenados requirieran también de una vigilancia personalizada.

Resaltó que el yerro interpretativo del ente administrativo, no puede servir de fundamento para la negativa por parte de la autoridad judicial, ya que el Juez debe basarse claramente en el precepto normativo y en el cumplimiento de las exigencias de este mismo orden, como lo son un factor subjetivo y otro objetivo, los cuales  cumple a cabalidad.

Menciona su condición de detenido desde el año 2000, momento a partir del cual se ha acogido  a las normas del Centro de Reclusión y ha observado una conducta ejemplar, pasando por las diversas fases de seguridad hasta lograr el permiso de 72 horas, el cual se lo han concedido en trece (13) oportunidades sin queja alguna.

Aduce igualmente, que se encuentra en la fase mínima de seguridad, por lo que no considera justo que su progreso en la cárcel y readaptación a la sociedad, se vean truncados por fundamentos que no consultan razones de derecho; más bien, contrarían muy claramente uno de los principios rectores de la Ley 65 de 1993, como es el principio del sistema progresivo.

Por todo lo anterior, solicita la revocatoria del auto proferido.

4.-  SE CONSIDERA 

Para la Sala, es imperativo confrontar lo obrante en el expediente remitido para determinar si en el presente evento se cumplen a cabalidad los requisitos exigidos para que por parte de la Judicatura, se apruebe el beneficio administrativo de libertad preparatoria, que debe ser concedido  por parte del Director Regional del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario.

Antes de entrar en la materia, es necesario hacer claridad acerca de la aplicación de la figura conocida como libertad preparatoria, a la luz de la normatividad vigente, ello por cuanto es evidente que aún dentro de la misma organización piramidal del INPEC, no existe un criterio definido con respecto al momento en que se puede empezar a disfrutar de este beneficio. Se dice así, en consideración al oficio mediante el cual el Director Regional del INPEC llama la atención al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, en cuanto a la manera errónea como se está tramitando lo relacionado con la gracia administrativa a la que aludimos
.

Remitámonos entonces al contenido del artículo 148 de la Ley 65 de 1993 -Código Penitenciario y Carcelario vigente-, cuyo inciso primero es del siguiente tenor:

En el tratamiento penitenciario, el condenado que no goce de libertad condicional, de acuerdo con las exigencias del sistema progresivo y quien haya descontado las cuatro quintas partes de la pena efectiva, se le podrá conceder la libertad preparatoria para trabajar en fábricas, empresas o con personas de reconocida seriedad y siempre que éstas colaboren con las normas de control establecidas para el efecto. 

Por su parte, el Decreto 1542 del 12 de junio de 1997, en el inciso 2º de su artículo 6º, especifica lo que debe entenderse por PENA EFECTIVA, así: Para los efectos de este artículo se entenderá por pena efectiva el tiempo que lleve en privación de la libertad el interno, más los descuentos legales que haya obtenido, tiempo que en ningún caso podrá ser inferior a las 2/3 partes de la pena impuesta.

En primer lugar, debemos tener en cuenta que esa normatividad está dirigida a aquellas personas que todavía no están disfrutando de libertad condicional, de allí su nombre, precisamente porque esta etapa sirve de adaptación al siguiente ciclo, no otro que el beneficio liberatorio. Para un mejor entendimiento, miremos el contenido del artículo 144 ejusdem, que nos indica que el tratamiento progresivo está integrado por las siguientes fases: 1. Observación, diagnóstico y clasificación del interno. 2. Alta seguridad que comprende el período cerrado. 3. Mediana seguridad que comprende el período semiabierto. 4. Mínima seguridad o período abierto. 5. De confianza, que coincidirá con la libertad condicional. Como se ve, el sistema penitenciario concebido de esa manera, tiene diferentes peldaños, los cuales una vez superados permitirán finalmente conceder la libertad condicional al recluso.
Ocupémonos entonces de lo concerniente con el momento en que se puede conceder la libertad preparatoria; para ello, es importante traer a colación el estudio realizado en decisión de tutela proferida cuando el suscrito Magistrado ponente se desempeñaba en otro cargo de la judicatura, en cuyo momento se advirtieron las inconsistencia que se estaban presentando en el interior del INPEC sobre el tema que aquí es objeto de debate, y se ordenó a la entidad una corrección interpretativa a este respecto. Uno de los apartes pertinentes del citado pronunciamiento por vía de tutela y que nos interesa para la decisión que aquí habrá de tomarse, es como sigue:
El art. 148 ibidem, al tratar la Libertad Preparatoria, únicamente exige el cumplimiento de las 4/5 partes de la pena efectiva, para el condenado que no goce de Libertad Condicional  “…”,   … a lo cual, debe añadirse, que esas 4/5 partes no son del total de la pena impuesta, sino las 4/5 partes de las 2/3 (necesarias para acceder a la Libertad Condicional). Así se afirma, porque el Decreto 1542 de 1997 en su art. 6º inc. 2º, al reglar el verdadero alcance del término “pena efectiva”, permite inferir que ésta puede ser las 2/3 parte de la pena impuesta, y esto sucede cuando se alcanza la exigencia objetiva estipulada precisamente para el subrogado de la libertad condicional. Se trata por lo demás, de una argumentación sistemática consecuente con lo dispuesto  por el art. 415 del C.P.P.
 cuando estima como pena efectiva para efectos de la Libertad Provisional, el cumplimiento de las 2/3 partes de la pena impuesta.

Siendo así, como en efecto lo es, imperioso resulta efectuar unos nuevos cálculos en el caso concreto para establecer la procedencia o no del beneficio. En esa dirección tenemos en primer término que el señor CASTRILLÓN LÓPEZ fue aprehendido el día primero (1º) de septiembre del año dos mil (2000), lo que conlleva a que al momento de presentarse este proyecto llevaba en detención física seis (6) años y veintiséis (26) días; además, ha redimido pena equivalente a un (1) año, nueve (9) meses y dieciséis (16) días
. En consecuencia, ha descontado en total siete (7) años, diez (10) meses y diez (10) días de prisión.
Así las cosas, se tiene que la pena efectiva mínima para el presente caso, corresponde a las dos (2/3) terceras de la pena impuesta, es decir, diez (10) años de prisión, sobre tal fracción verificamos si el sentenciado ha descontado las cuatro (4/5) quintas partes de que habla el artículo 148 del C. P. y C., lo cual corresponde a ocho (8) años.
Es entonces evidente, que por el momento el recluso no puede acceder al beneficio administrativo de la libertad preparatoria -aunque valga la pena decirlo está ad portas de reunir los requisitos para ello tanto de índole subjetivo como objetivo-. Es por tanto ésta la razón sustancial para que se considere inviable el pedimento y que da lugar a la confirmación de la decisión que en primera instancia negó el beneficio. 
Observa la Sala, que en el caso particular simplemente se acolitó una posición que consideramos extraña por parte del Consejo de Disciplina del Establecimiento Carcelario, en cuanto la figura no podía aplicarse por falta de personal para la vigilancia respectiva, sin adentrarse el funcionario judicial en el análisis del cumplimiento o no de los requisitos esenciales que contemplan las normas vigentes en la materia. 
5.- DECISIÓN  

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA por las razones aquí consignadas, el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de apelación. 

CÓPIESE, COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE     

 ALBERTO POVEDA  PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala  
� Cfr. folio 4 Cuaderno No. 2.





� Se hace referencia a la norma pertinente del Decreto 2700 de 1991, vigente en aquella ocasión.


� Juzgado Segundo de Menores, Sentencia de Tutela de 1ª instancia del 25-09-2000.


� Según se ve en el Acta de Seguimiento del Consejo de Evaluación y Tratamiento, visible a folio 26 Cuaderno 2. 
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